Número de orden:

Libro de Sentencias N¦27

En la ciudad de Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires, a los 18 días del mes de octubre de 2006, reunidos en acuerdo los Señores Jueces de la Sala Dos de la Excma. Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, Doctores Horacio C. Viglizzo, Abelardo A. Pilotti y Leopoldo L. Peralta Mariscal, para dictar sentencia en los autos caratulados "LIPANI, Carina; CARPINTINI, Hugo y SARDEN, Silvia c/ TAMAMES, Mario s/ EJECUCION HIPOTECARIA" (expediente número 127.859), y practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 263 del Código Procesal), resultó que la votación debía tener lugar en el siguiente orden: Doctores Peralta Mariscal, Pilotti y Viglizzo, resolviéndose plantear y votar las siguientes

 C U E S T I O N E S

1) ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada, dictada a fs. 264/265?

2) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

 V O T A C I O N

A LA PRIMERA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR PERALTA MARISCAL DIJO:

 A- Antecedentes.

 Promovida la presente ejecución hipotecaria, mandada llevar adelante la ejecución, decretada la subasta del inmueble y acontecidas otras tantas vicisitudes procesales, a fs. 248/249 plantearon los demandantes ante la Sra. Jueza de primera instancia la inconstitucionalidad de las leyes 26.062 y 25.798.

 Sustanciada la petición, planteó el accionado a fs. 255/256 la extemporaneidad del planteo de inconstitucionalidad. Subsidiariamente, pidió su desestimación por no haberse demostrado qué derechos constitucionales resultaron afectados ni haberse presentado argumentos sólidos para sostener el pedido.

 B- La solución dada en primera instancia.

 La Sra. Jueza de primera instancia, Dra. Marta V. Neiiendam, entendió que el planteo resultó tempestivo.

 Asimismo, entendió que el monto y la modalidad con que el actor debe percibir su crédito de acuerdo al sistema de refinanciación hipotecaria, afectan el derecho de propiedad custodiado por el art. 17 de la Constitución Nacional, razón por la cual declaró la inconstitucionalidad de las leyes 25.798 y 26.062.

 C- La pretensión recursiva.

 Contra esa resolución se alzó el demandado Tamames a fs. 267. A fs. 268 se le concedió en relación el recurso de apelación interpuesto. Lo fundó a fs. 269/272 y fue replicado a fs. 274/278.

 D- Los agravios.

 Se queja el demandado de que se haya declarado tempestivo el planteo de inconstitucionalidad por entender que mucho antes de interponerlo los actores se conformaron con el régimen que ahora cuestionan, habiendo sido el 23/3/05 la primera oportunidad que tuvieron de articular la inconstitucionalidad.

 En cuanto a la declaración de constitucionalidad decidida, entiende que la jueza ha suplido la carga de los accionantes de indicar el perjuicio económico cierto que afecta a los emplazantes la aplicación de las respectivas leyes al caso específico de autos.

 En subsidio, defiende la constitucionalidad de las normas cuestionadas en su aplicación al caso de autos.

 En su turno, los actores rebaten la expresión de agravios esgrimida.

 E- El análisis de la resolución atacada en función de los agravios expresados.

 E. 1) Corresponde que se trate en primer lugar lo atinente a la admisibilidad formal del planteo de inconstitucionalidad, es decir si puede analizarse la cuestión o, como lo sostiene el apelante, ya no es ello posible por habérselo articulado en forma extemporánea.

 Desde mi óptica, claramente el planteo es formalmente admisible y por más de una razón.

 Es que más allá de que se haya o no planteado en la primera oportunidad procesal que tuvieron los demandantes a tal fin, lo que ameritaría por lo menos un análisis detenido de la cuestión, lo cierto es que aunque la respuesta fuera negativa igualmente cabría tratar la cuestión, razón por la cual deviene abstracto analizar si se planteó o no la inconstitucionalidad de las normas en crisis en la primera oportunidad que tuvieron los actores para hacerlo.

 En efecto, por un lado decidió este Tribunal a fs. 244 lo siguiente: "En cuanto al pedido de declaración de inconstitucionalidad, deberá el peticionante formularlo en la instancia de origen". Esta decisión -no cuestionada por el demandado- y la inmediata articulación del planteo ante la instancia de origen (fs. 248/249) vedan la posibilidad a esta Sala de declarar extemporáneo el planteo porque ello importaría ir contra los propios actos del Tribunal.

 Ha dicho el Cimero Tribunal de esta Provincia que "Dado que los sujetos del proceso no son sólo dos -las partes-, sino también el sentenciante, la doctrina de los propios actos compromete igualmente el proceder del tribunal. (conf. SCBA, L 71628, sent. del 13-XII-2000, base de datos Juba)"; que "La doctrina de los propios actos resulta aplicable a la conducta del tribunal. (conf. SCBA, Ac 73617, Dr. DE LAZZARI OP, sent. del 12-IX-2001 en DJBA 161, 196, base de datos Juba)"; y que "La parte que confió en los sucesivos proveídos dictados en la causa, para encuadrar su actividad en el proceso, se hallaría sorprendida y vulnerada en su derecho de defensa si por causa de una posterior decisión judicial se le privara de alguna facultad o recurso con manifiesto menoscabo de la confianza debida y del principio de seguridad jurídica. El deber de lealtad es exigible a todos los sujetos del proceso, sin exclusión del juez o tribunal. (conf. SCBA, L 71628, sent. del 13-XII-2000)".

 Consecuentemente, habiéndose mandado al actor a formular su planteo ante la instancia de origen en resolución no cuestionada por el demandado, no podría ahora declararse la extemporaneidad del planteo sin violar la doctrina legal de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires sentada en los precedentes referidos. 

 Pero independientemente de ello, toda duda desaparece desde que es pertinente la declaración oficiosa de la inconstitucionalidad de las normas por parte de este Tribunal.

 Cierto es que en voto del Dr. Viglizzo en la causa 126.297, n° de orden 58, sentencia n° 27, autos "Lucas c/ Capees s/ ejecución hipotecaria", dictado frente a un planteo de inconstitucionalidad de la Ley de Refinanciación Hipotecaria, al que adherí, se dijo: "Y no le es dable al tribunal suplir esa inacción y abordar oficiosamente la cuestión por cuanto ello importaría una auto revocatoria, sería desdecirse de lo que ya dijo sobre la cuestión en este mismo expediente. Tiene el tribunal comprometida en autos su opinión de forma irrevisable e irreversible". Pero ocurre que no se dan en la especie los presupuestos fácticos que allí se presentaban. No tiene este tribunal comprometida ninguna opinión en autos y, por lo tanto, puede y debe analizar la constitucionalidad de las normas ahora cuestionadas y de toda otra que deba aplicar.

 Dijo la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires que "La inconstitucionalidad de una norma puede y debe ser declarada de oficio por los Jueces aún sin que medie petición de parte pues el tema de su congruencia constitucional debe ser resuelto cuando las circunstancias de la causa así lo exijan (S.C.B.A., L. 74.615, 23/12/2003, "Yeri, Lidia contra Clínica San Nicolás S.A. Enfermedad accidente)".

 No debemos olvidar que la Constitución Nacional no es un libro sagrado e inasequible; se trata, antes que nada, de un cuerpo legislativo. Mas aún, estamos ante el más importante de todos, y los jueces no sólo pueden sino que deben aplicarlo en los casos sometidos a su conocimiento, pues es nada menos que el venerable marco donde se encuentran celosamente custodiados todos los derechos y garantías fundamentales de los habitantes, cuyo resguardo ha sido encargado precisamente a los jueces. Si éstos encuentran una norma inferior repugnante a la Constitución, pueden y deben declararla inconstitucional independientemente de la existencia o temporaneidad de un pedido de parte atinente a la cuestión; de lo contrario, deberían aplicarla, con lo que se estarían apartando de la Carta Fundamental. 

 La aplicación de las normas jurídicas corresponde al juez; y en esta augusta función, el magistrado debe respetar celosamente la pirámide jurídica, en cuyo extremo se yergue, hidalga, la Constitución Nacional.

 El único límite que las partes imponen al juez son los hechos sometidos a su conocimiento; la aplicación del derecho es resorte exclusivo de este último. Si este principio está fuera de discusión aún entre normas de similar jerarquía, va de suyo que debe ser forzosamente aplicado cuando se trata de defender la supremacía de la Constitución.

 Se destaca por propio mérito, entre todas las particularidades que han signado la evolución de la ciencia jurídica, el apartamiento de las fórmulas sacramentales; el tránsito en pos de la justicia sin detenerse en huecos ritualismos que lejos de coadyuvar, entorpecen la tarea de administrar justicia.

 La protección de la vigencia fáctica de los derechos y garantías constitucionales y legales es una tarea que se renueva cada día en manos del órgano jurisdiccional. Tamaño cometido ha sido confiado al Poder Judicial en atención a su imparcialidad y a su independencia respecto de los órganos de los que emanan las normas aplicables. Bajo estos parámetros, sostener la improcedencia del control oficioso de constitucionalidad porque la parte interesada no lo articuló en término implica herir gravemente la potestad jurisdiccional y, con ella, las garantías de los individuos. En efecto, la magnánima función de controlar la constitucionalidad de las normas estaría a merced de la destreza de los abogados que asesoran a los litigantes y no al servicio de los derechos de éstos. El Poder Judicial, como órgano del Estado, es el resorte de revisión de los actos emanados de los otros poderes, circunstancia que encuentra su principal fundamento en el sistema de frenos y contrapesos que nuestra Carta Magna ha adoptado. Sosteniendo la imposibilidad del control oficioso de constitucionalidad cuando el planteo fue articulado en forma supuestamente extemporánea por el litigante interesado, este principio derivado del sistema republicano de gobierno y de la separación del poder quedaría sujeto, en definitiva, a la erudición profesional del letrado, punto que nos lleva al problema de la igualdad de las partes en el proceso. Justamente, impedir el referido control en forma oficiosa en circunstancias como la de autos conlleva quebrar dicha igualdad. Por cierto, no tememos equivocarnos al afirmar que es una utopía pensar que todos los abogados se encuentran en similares condiciones de preparación y experiencia. Un litigante de mayores recursos podrá, invariablemente, acceder a la asistencia de un profesional especializado, circunstancia que no se presenta en el caso inverso. En definitiva, impedir la intervención oficiosa del juez en el control de constitucionalidad sólo porque el planteo se efectuó por una de las partes pero no en forma temporánea (cuestión que ni siquiera es clara en la especie) colocaría a las partes en una situación de desigualdad.

 Los magistrados no pueden verse nunca colocados en la insólita tarea de aplicar en el marco de un proceso una norma que resulte repugnante a la Constitución por lo que están no sólo facultados sino principalmente obligados a comparar la ley en cuestión con la Constitución Nacional, aplicándola sólo si es consecuente con ésta, pues es un deber insoslayable de los jueces el respeto a ultranza de la supremacía de la Constitución, consagrada en su artículo treinta y uno: "Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales, salvo para la Provincia de Buenos Aires, los tratados ratificados después del pacto del 11 de noviembre de 1859".

 E. 2) Determinado que el planteo de constitucionalidad debe ser analizado, corresponde avocarse a esa tarea.

 La ley 25.798, sancionada el 5/11/2003, promulgada el 6/11/2003 (Decreto 1023/2003), publicada el 7/11/2003 y con vigencia a partir del 8/11/2003 (dispone el artículo 27 que "La presente ley comenzará a regir a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial"), crea el "Sistema de Refinanciación Hipotecaria", que tiene por objeto la implementación de mecanismos de refinanciación de los mutuos hipotecarios que se ajusten a determinadas características que el cuerpo de normas en análisis especifica (artículo 1ø).

 El decreto reglamentario (n° 1284/2003), fue publicado el 22 de diciembre de 2003 y comenzó a regir "a partir del día siguiente al de la fecha de su publicación en el Boletín Oficial", tal como lo dispone su artículo sexto. Existen asimismo varias resoluciones que complementan este régimen normativo.

 Por intermedio del artículo 26 de la ley 25.798 se invita a las "Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir al presente Sistema, dictando a sus efectos los cuerpos normativos pertinentes para resolver de forma similar las situaciones que mantengan con sus respectivos institutos provinciales de vivienda o la Comisión Municipal de Vivienda, según corresponda". La Provincia de Buenos Aires ha adherido expresamente al régimen a través de la ley 13.211, cuyo artículo 1ø establece que "La Provincia de Buenos Aires adhiere al Sistema de Refinanciación Hipotecario creado por la Ley Nacional 25.798".

 Este régimen de refinanciación es, evidentemente, una derivación de la emergencia económica declarada por la ley 25.561; no obstante, por su especificidad cobra vida autónoma.

 Como podrá deducirse con facilidad del análisis de la normativa en cuestión, este cuerpo de normas importa alterar la relación contractual objeto de refinanciación para brindar al deudor herramientas que le permitan superar la crisis financiera que lo llevó al estado de mora, que la ley presume -aunque sin decirlo expresamente- que está originada en la debacle económica que estalló a fines de 2001.

 El sistema de refinanciación hipotecaria ha sufrido justificadas críticas doctrinarias, habiendo llegado a ser calificado de "mamarracho legislativo" (Gregorini Clusellas, Eduardo L.: El "sistema de refinanciación hipotecaria" y el vapuleado derecho de propiedad, L.L. 2004-C-1545), de contradictorio (Gil Domínguez, Andrés y Slaibe, María Eugenia: La ley 25.798 y el sistema de refinanciación hipotecaria, L.L. 2004-A-1175/1176) y de inconstitucional (Drucaroff Aguiar, Alejandro: Refinanciación de créditos hipotecarios en mora (ley 25.798), L.L. 2004-A-923/926; Drucaroff Aguiar, Alejandro: Ley 25.798: Una inconstitucionalidad anunciada (nota a fallo), L.L. 2004-F-1087), con lo que adelantamos que la resolución atacada debe ser confirmada.

 Se ha resuelto en este sentido que "Corresponde declarar la inconstitucionalidad del régimen previsto por la ley 25.798 que creó el Sistema de Refinanciación Hipotecaria, toda vez que dicha norma afecta el derecho del acreedor a reclamar la tutela judicial efectiva por el solo y unilateral pedido del deudor ante un órgano administrativo" (Juzgado Nacional de 1a Instancia en lo Civil Nro. 31 (JNCiv)(Nro31) 2004/10/22 Milharcic, Ludovico y otros c. Scocco, Silvia G. LA LEY, 2004/11/19, 4 - DJ, 2004/12/01, 1006). Y que "Corresponde decretar la inconstitucionalidad del régimen previsto por la ley 25.798 que creó el Sistema de Refinanciación Hipotecaria, pues la mutación del monto del crédito, la pérdida de accesorios y de la garantía real, el cambio de deudor en principio solvente, por el Estado quien ha demostrado reiteradamente su insolvencia, y el modo y tiempo de pago, hacen de la novación contenida en dicha normativa una expropiación sin indemnización adecuada que como tal resulta confiscatoria (Juzgado Nacional de 1a Instancia en lo Civil Nro. 31 (JNCiv)(Nro31) 2004/10/22 Milharcic, Ludovico y otros c. Scocco, Silvia G. LA LEY, 2004/11/19, 4 - DJ, 2004/12/01, 1006)". También que "El denominado régimen de refinanciación hipotecaria creado por la ley 25.798, modificada por la ley 25.908... soslaya el decaimiento o caducidad de los plazos pactados a favor de la acreedora; establece una tasa máxima de interés distinta a la admitida por el Tribunal en casos similares; varia sustancialmente la forma de pago; e introduce como limite máximo del crédito el valor actual de mercado del bien objeto de la hipoteca (que sirve de garantía y es accesoria de aquél) y que todos esos aspectos conllevan, en definitiva, a una afectación indebida e injustificada en el derecho de propiedad del acreedor, aun cuando se haga mérito de la situación de emergencia económica que le ha servido de sustento. Desde ese ángulo, no cabe duda de que la normativa en cuestión altera las bases económicas de la ecuación que pondera la Sala, con la consiguiente afectación al principio de integridad e identidad del pago, y obliga al acreedor particular a aceptar, aun contra su voluntad, un medio cancelatorio que, además de derivar en la mutación del monto aquí admitido, produciría la sustitución del deudor original por un organismo estatal y la extinción de la garantía, lo que no puede sino derivar en la confirmación de la declaración de inconstitucionalidad dispuesta por el Señor Juez a quo (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal, Sala F, 17/5/2006, diario jurídico virtual El Dial Express).

 Evidentemente, "...no cabe dudar que la normativa en cuestión altera completamente las bases del contrato al modificar no solo la moneda que las partes tuvieron en mira al contratar, con la consiguiente afectación al principio de integridad e identidad del pago, sino también al obligar al acreedor particular a aceptar aún contra su voluntad un medio cancelatorio que, además de derivar en la mutación del monto pactado inicialmente, produce la sustitución del deudor original por un organismo estatal y la extinción de las garantías, lo que no puede sino derivar en la procedencia de la declaración de inconstitucionalidad pedida por el acreedor (CN Civil, Sala "H", c. 418.443 del 17-3-05)." (CNCIV - SALA E - 29/03/2005, base de datos eldial.com).

 Asimismo, como puede advertirse luego de un somero análisis de las consecuencias establecidas en la normativa en análisis con relación a las ejecuciones hipotecarias en trámite, el régimen de refinanciación resulta aplicable íntegramente siempre que no se haya efectivizado la subasta del inmueble. Consecuentemente, bien puede ocurrir -y tal es el caso de autos- que se aplique con relación a ejecuciones hipotecarias en las que ya se hubiere dictado sentencia, y por lo tanto fijado los derechos de las partes, determinándose la moneda de pago, la tasa de interés e, incluso, el momento de percepción del crédito puesto que la sentencia de remate habilita el derecho a obtener la subasta y cobrar en forma inmediata la totalidad de lo adeudado.

 Siendo ello así, y teniendo en cuenta que el régimen de refinanciación importa alterar la modalidad de pago al acreedor y, en muchas ocasiones, el monto de la deuda, al haberse dictado sentencia en autos resultan alterados en definitiva los efectos de la cosa juzgada, que se encuentran incorporados al patrimonio del acreedor, lo que resulta -una vez más- inconstitucional.

 En este sentido se ha sostenido que "Frente a la ley 25.798, no puede equipararse la situación del acreedor cuyo deudor entró en mora con anterioridad a la ley de emergencia, con la de aquél donde la mora se produjo con posterioridad; ni tampoco la situación de aquel acreedor que cuenta con sentencia firme de trance y remate con aquel que aún no ha iniciado la vía ejecutiva o aquel que habiendo iniciado la acción aún no cuenta con sentencia firme. La ley es a todas luces inconstitucional al no distinguir entre dichas hipótesis, dado que si el acreedor cuenta con sentencia firme que hace lugar a la ejecución (en la cual el tribunal tomó como relevante que la mora se produjera con anterioridad a la legislación de emergencia y declaró inaplicable la pesificación, aplicando en algunos casos el principio del esfuerzo compartido, o bien, el pago en la moneda de origen o su equivalente en pesos) no puede obligárselo a someterse a un sistema que le permitirá recuperar aún menos que si su deuda hubiese sido pesificada. Consecuentemente, la actitud a adoptar por los jueces frente a la posible invocación de los deudores de la norma en análisis, no podrá ser la misma en aquellos casos en donde la ejecución se halla apenas iniciada, como en aquellos otros en los que haya recaído sentencia definitiva. Tal sentencia configura un derecho adquirido para el acreedor y como tal incorporado a su patrimonio bajo el resguardo del derecho de propiedad (artículos 14 y 17, Constitución Nacional), no debiendo ser obstaculizado su cumplimiento bajo el pretendido amparo de una ley que es a todas luces inconstitucional. Por otra parte, una ley no puede intentar desconocer la verificación normativa y fáctica realizada por el magistrado, sin incurrir en una flagrante violación de la garantía institucional que depara independencia al Poder Judicial en su tarea de interpretar y aplicar el texto constitucional"( Gil Domínguez, Andrés y Slaibe, María Eugenia: La ley 25.798 y el sistema de refinanciación hipotecaria, L.L. 2004-A-1175/1176.).

 Y no se nos diga que la jueza sustituyó en su resolución lo que debió decir la parte actora; que la jueza ha suplido la carga de los accionantes de indicar el perjuicio económico cierto que afecta a los emplazantes la aplicación de las respectivas leyes al caso específico de autos. Porque no sólo el planteo se ha introducido de manera que resulte posible analizar suficientemente la cuestión sino que esta debía analizarse, como se vio, aún de oficio puesto que se trata de una cuestión de derecho aplicable a circunstancias fácticas que dimanan diáfanas del sub-judice.

 Atento al resultado al que propongo llegar, deviene abstracto el tratamiento de la constitucionalidad de la otra ley cuestionada (26.062).

 Por todo lo dicho, voto por la afirmativa.

A LA MISMA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DR. PILOTTI DIJO:

 Adhiero a la solución final a la que arriba el voto dado en primer término por el distinguido colega de Sala Dr. Peralta Mariscal, sin embargo habré de dejar brevemente expuesto mi punto de vista sobre las cuestiones en debate.

 No creo necesario efectuar tan extensas consideraciones en torno a la oportunidad para plantear la inconstitucionalidad de determinadas normas en su concreta aplicación al caso individual que nos convoca.

 Por mi parte ya en el antecedente citado en el voto que me precede he tenido oportunidad de sostener, en disidencia con los restantes miembros del tribunal, mi adhesión a la doctrina judicial de la Suprema Corte de la Provincia referente a la posibilidad y aún el deber de declarar de oficio la inconstitucionalidad de las normas, doctrina que priva de todo sustento al argumento de la anterior -y opuesta- doctrina del Superior Tribunal relativa a la necesidad de introducir el cuestionamiento de la inconstitucionalidad de las normas en la primera oportunidad procesal que tenga el litigante.

 Al respecto tiene dicho el Superior Tribunal de la Provincia que la doctrina de la aplicabilidad de la Constitución con independencia de su invocación por las partes es una expresión de la regla iura novit curia (SCBA, L 83781 S 22-12-2004, Juez KOGAN).

 Por lo demás, en esta solución nada tienen que ver la habilidad de los profesionales actuantes en las causas, quienes, como es sabido, en ejercicio de ella en virtud de un monopolio legalmente establecido (arts. 56 y ccte. CPC y ley 5177), asumen la responsabilidad por su asesoramiento y actuación, no siendo dable buscar posturas procesales en defensa de los litigantes por una hipotética falta de destreza de los profesionales del derecho.

 Determinada la indudable procedencia del análisis del cuestionamiento a la constitucionalidad de la ley, adhiero, para el caso particular que nos convoca, al voto precedente que propone confirmar la sentencia apelada que declaró la inconstitucionalidad de las previsiones de la ley 25.798, dejando aclarado por mi parte que corresponde tal declaración con especial detenimiento en su art. 6º último párrafo, pues si la adhesión al sistema fuera voluntaria como lo es para las entidades financieras, tal libertad del acreedor permitiría su eventual aplicación sin mengua de garantía constitucional alguna.

 VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A LA MISMA CUESTION EL SR.JUEZ DR.VIGLIZZO DIJO:

 Que lejos de repudiar la aplicación de la ley 25798 en el negocio de su interés, consintió ello expresamente la actora.-

 Lo hizo a fs. 142 el 25 de marzo de 2005 diciendo "... en nada perjudica a la presente ejecución hipotecaria la solicitud que se acredita, hasta tanto el fideicomiso creado por la ley 25798 haga efectivo el pago a los firmantes".-

 La ley decía por entonces lo mismo que dice hoy, lo mismo que dijo siempre. Y no es del caso ahondar en cual fue la inteligencia que antes o ahora puedan haber hecho los acreedores hipotecarios de su texto, ni menos aún de la conveniencia de sus mandas en uno u otro momento.-

 Se supo por entonces de la ley y del trámite administrativo en curso bajo su régimen sin que pareciera ello ni irregular, ni contrario a derecho, ni inconstitucional, ni inconveniente.

 Estamos ante cuestiones eminentemente patrimoniales en las que no sólo lo convenido es ley para las partes. Lo actuado por los protagonistas del negocio en todo lo que guarda estrecha relación con aquél, también es definitorio a la hora de verificar cual ha sido la voluntad declarada, cuales los limites del compromiso asumido.-

 Se avino el actor entonces a que su negocio fuese aprehendido por la ley 25798 y ello ha obstado definitivamente a que en autos pueda ya ser arg�ida su inconstitucionalidad.-
 Y lo actuado por los contendientes veda en el caso a mi ver la posibilidad de que tal inconstitucionalidad pueda ser declarada de oficio por el tribunal.-

 No es el decaimiento de un plazo mas o menos perentorio lo que viene a determinar lo impertinente del acuse de inconstitucionalidad; la impertinencia deviene del anterior sometimiento a la ley, y en virtud de ello no veo factible que el tribunal supla aquella voluntad y recomponga el negocio.-

 No desconozco ni me alzo contra la doctrina sentada por la Excma. S.C.J.B.A. en sus causas L-83781, y L.74615, mas no veo que alcance ella la situación resultante de la singular trama procesal dada en autos.

 Tal el núcleo de mi razonamiento, sobre el que no cabe explayarse, atento que el sentido de los dos presentes votos ha sellado ya la suerte del recurso en tratamiento.-

 A la cuestión planteada en consecuencia doy mi voto por la negativa.-

A LA SEGUNDA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR PERALTA MARISCAL DIJO:

 Que atento la forma en que ha quedado resuelta la cuestión anterior, corresponde confirmar la resolución apelada en todo cuanto ha sido materia de agravio, con costas de Alzada a cargo de la parte demandada (arts. 68 y 69 del Código Procesal).

 Así lo voto.

 Los Sres. Jueces Dres. Pilotti y Viglizzo por los mismos fundamentos votaron en igual sentido.

 Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

 S E N T E N C I A

Bahía Blanca, 18ú de octubre de 2006.

 Y VISTOS: CONSIDERANDO: Que en el acuerdo que antecede ha quedado resuelto que la resolución apelada se ajusta a derecho.

 Por ello, el Tribunal RESUELVE: 

 Confirmar la resolución apelada en cuanto ha sido materia de agravio, con costas en esta instancia a cargo de la parte demandada.

 Hágase Saber y devuélvase.

 Horacio Viglizzo - Abelardo A. Pilotti - Leopoldo L. Peralta Mariscal.

 Ante mí: Fabiana Vera.

